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Resumen: El artículo analiza la creciente judicialización de la responsabilidad empre-
sarial sostenible y del consentimiento libre, previo e informado en el contexto de la 
transición energética, desde una perspectiva comparada entre Europa y el Sur Global. 
En primer lugar, se estudia la transformación normativa reciente y cómo se configura 
un «circuito de gobernanza» que articula diligencia debida, CLPI y derechos de acceso 
a la información, participación y justicia. En segundo lugar, se identifican los principa-
les principios jurídico‑aplicables, los cuales operan como auténticas reglas de decisión 
en un marco normativo en transición. En tercer lugar, desde la dimensión contenciosa, 
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se comparan tres grupos de litigios: (1) demandas climáticas ante tribunales euro-
peos con demandantes del Sur Global; (2) litigios en el Sur Global, marcados por la 
brecha entre reconocimiento formal del CLPI y criminalización de la protesta; y (3) liti-
gios en España vinculados al despliegue de renovables y al control de evaluaciones 
ambientales.

Summary: I. INTRODUCTION; II. THE NORMATIVE TRANSFORMATION; III. APPLICABLE 
LEGAL PRINCIPLES; IV. LITIGATION PROCESSES: 1. Climate litigation before European 
courts with claimants from the Global South; 2. Litigation in the Global South: between 
the invocation of FPIC and the criminalisation of protest; 3. Litigation in Spain: the review 
of impact assessments; V. MAIN CONCLUSIONS; VI. BIBLIOGRAPHY.

Abstract: The article examines the growing judicialization of sustainable corporate 
responsibility and free, prior and informed consent (FPIC) in the context of the energy 
transition, from a comparative perspective between Europe and the Global South. First, 
it analyses the recent normative transformation and how a «governance circuit» is being 
configured that connects due diligence, FPIC and the rights of access to information, 
participation and justice. Second, it identifies the main applicable legal principles, 
which operate as genuine decision-making rules within a regulatory framework in 
transition. Third, from a litigation perspective, it compares three groups of cases:  
(1) climate lawsuits before European courts brought by claimants from the Global South;  
(2) litigation in the Global South, marked by the gap between the formal recognition of 
FPIC and the criminalisation of protest; and (3) litigation in Spain linked to the deployment 
of renewable energy and the review of environmental impact assessments.

I. Introducción
La transición energética global, centrada en la descarbonización progresiva, plantea desa-

fíos relevantes desde el punto de vista jurídico, especialmente en su interacción con los dere-
chos humanos y la conducta empresarial responsable. Por ese motivo es importante estudiar 
y profundizar, desde una perspectiva jurídica comparada, en el papel que ostentan las empre-
sas en la transición energética y su obligación de respetar los derechos fundamentales, tanto 
en contextos europeos como en el Sur Global1. Esta reflexión se enmarca en una concepción 
normativa de la transición energética que integra los principios de justicia climática y equi-
dad intergeneracional, entendidos como exigencias transversales del derecho internacional 
contemporáneo2. Ambos principios obligan a considerar no solo la eficacia ambiental de las 
políticas públicas y privadas, sino también su legitimidad social y distributiva, tanto entre 
generaciones presentes como futuras.

La transición energética constituye uno de los pilares fundamentales de las políticas inter-
nacionales frente al cambio climático. Su objetivo no es únicamente técnico o económico 

1	 Alizana por el Clima, Justicia Climática desde una perspectiva Global, 2022, págs. 1-49.
2	 Iñigo González Ricoy, «Dos principios retrospectivos de justicia climática», Revista de Filosofía Moral 

y Política, 2019, págs. 623-640; Giacomo Palombino, «La construcción del principio de equidad gene-
racional ¿Hacia una democracia sostenible?», Revista de derecho constitucional europeo, 2020.
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(reducir las emisiones de gases de efecto invernadero y promover fuentes de energía reno-
vables) sino también estructural, pues implica transformaciones profundas en los modelos 
de desarrollo, en los marcos regulatorios y, de forma decisiva, en la actuación de los agentes 
económicos, entre los que destacan las empresas del sector energético.

En este proceso transformador, las empresas no solo actúan como ejecutoras de pro-
yectos de descarbonización, sino que adquieren una posición central como sujetos jurídicos 
directamente responsables en la configuración de una transición energética justa, legítima 
y respetuosa con los derechos humanos. Su intervención puede generar impactos positivos 
(innovación tecnológica, empleo verde, mejora de la eficiencia), pero también efectos adver-
sos, especialmente sobre los derechos fundamentales de comunidades y colectivos afec-
tados por el despliegue de grandes infraestructuras renovables, la explotación de recursos 
estratégicos o la reorganización territorial que el nuevo modelo energético conlleva.

Atendiendo al citado escenario, el estudio de la transición energética exige atender a una 
doble dimensión: por un lado, la creciente responsabilidad de las empresas en materia de 
sostenibilidad y respeto de los derechos humanos; por otro, la necesidad de garantizar la par-
ticipación efectiva de las comunidades afectadas mediante mecanismos de consentimiento 
libre, previo e informado (CLPI). El estudio conjunto de ambas líneas permitirá apreciar la 
paulatina transformación normativa y las complejidades que entraña; la repotenciación de 
los principios jurídicos aplicables, como herramienta de control de legalidad; y el disímil tra-
tamiento de los procesos contenciosos en función del lugar en el que radiquen los litigantes 
y las empresas.

II. La transformación normativa
Las actuaciones con repercusión en el medioambiente vienen siendo reconocidas desde 

hace décadas por normativa de alcance internacional, europeo o nacional que reconoce el 
acceso a la información, la participación y la justicia ambientales. Así, en el ámbito interna-
cional el Convenio de Aarhus adoptado en 1998 y en vigor desde el 30 de octubre de 2001 
institucionalizó el derecho de toda persona a acceder a la información ambiental, participar 
en la toma de decisiones públicas y obtener justicia materia ambiental, fortaleciendo así la 
transparencia y la democracia ambiental3. Por su parte, en el plano europeo se encuentra, 
p.ej., el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea que ya en su artículo 191.2 positivizó 
los principios de precaución, prevención, corrección en la fuente o quien contamina paga, 
como régimen jurídico rector de las bases de la política ambiental europea. Mientras que en 
América Latina y el Caribe, el Acuerdo de Escazú de 2001 elevó las exigencias jurídicas de la 
participación pública y el acceso a la justicia en materia ambiental4.

3	 Eduardo Salazar Ortuño, El acceso a la justicia ambiental a partir del Convenio de Aarhusjusticia 
ambiental de la transición ecológica, Thomson Reuters, Aranzadi, 2019.

4	 María Cecilia Roa-García y Diana Milena Murcia-Riaño, «El Acuerdo de Escazú, la democracia am-
biental y la ecologización de los derechos humanos», Naturaleza y Sociedad. Desafíos Medioambien-
tales, 2021, págs. 43-85; Daniela Dora Barrios Lino, «El acuerdo de escazú como el instrumento nor-
mativo más importante para los defensores de derechos humanos ambientales en el perú y américa 
Latina», Revista de Derecho: Universidad Nacional del Altiplano de Puno, 2020, págs. 114-128.
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Las afecciones jurídicas que pueden derivar de vulneraciones de carácter medioambiental 
no se limitan a derechos individuales, sino que estos son desbordados hasta el punto de 
alcanzar a derechos colectivos reconocidos por el derecho internacional, como el derecho a 
la libre determinación (art. 1 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, PIDCP), la 
propiedad colectiva sobre tierras y territorios, o el derecho a la participación efectiva. Su vul-
neración en procesos de transición energética genera no solo impactos materiales, sino tam-
bién simbólicos y culturales, especialmente sobre comunidades indígenas y rurales, como ha 
sido reconocido por la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en 
casos como Yakye Axa (2005), Saramaka (2007), Sarayaku (2012) o Lhaka Honhat (2020)5.

Por su parte, el papel de la responsabilidad empresarial viene siendo objeto desde hace 
años de una creciente juridificación a través de instrumentos internacionales como los Prin-
cipios Rectores sobre Empresas y Derechos Humanos de Naciones Unidas (Consejo de Dere-
chos Humanos, 2011)6. El Principio 11 consagra la «responsabilidad empresarial de respetar 
los derechos humanos», incluso con independencia de la acción estatal. Esta responsabili-
dad implica prevenir, mitigar y rendir cuentas por los impactos negativos que sus actividades 
(aunque no hayan contribuido a generarlas) puedan tener sobre derechos fundamentales y el 
medioambiente (Principio 13-15). Su aplicación se ejerce de forma independiente al tamaño 
de la empresa, aunque ya se advirtió que la diferencia de medios dispuestos por las empre-
sas para asumir responsabilidad podría verse afectada (Principio 14). Finalmente, el Principio 
15 ya señaló como uno de los procedimientos clave en materia de protección de derechos 
humanos era el proceso de diligencia debida.

Si bien, la configuración del principio de diligencia debida a través de los citados Princi-
pios Rectores de Naciones Unidas sobre Empresas y Derechos Humanos estaba formulado 
originalmente en clave de soft law, ha comenzado a adquirir fuerza normativa obligatoria a 
través de normativa europea, como lo demuestra la reciente Directiva (UE) 2024/1760, de 13 
de junio de 2024, relativa a la diligencia debida de las empresas en materia de sostenibilidad 
(CSDDD).

En vigor desde el 25 de julio de 2024, esta norma establece un marco jurídico vinculante 
para que las grandes empresas identifiquen, prevengan, mitiguen, y en su caso reparen, los 
efectos adversos reales o potenciales sobre los derechos humanos y el medio ambiente, 
derivados de sus propias operaciones, las de sus filiales y socios comerciales dentro de su 
cadena de actividades (art. 1 y 7-14).

Las obligaciones sustantivas impuestas por la Directiva comprenden la integración de la 
diligencia debida en las políticas internas y sistemas de gestión (art. 7), la identificación y 

5	 Iván Bazán Chacón, «La sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso 
del pueblo Saramaka vs. Surinam y el derecho de consulta a los pueblos indígenas», Revista de 
Investigación de la Universidad Norbert Wiener, 2013, págs. 41-61; Sabrina Oliveira Nascimento 
y Valter Moura do Carmo, «La cobertura de los derechos humanos de los pueblos indígenaslos 
casos Lakha Honhat y Yanomami», Revista Catalana de Dret Ambiental, 2025; Valerio Olguin Car-
vallo, «Derechos Humanos comunidades indígenas y organizaciones campesinas y la disputa 
frente al Estado paraguayo», Revista Paraguay desde las Ciencias Sociales, 2021, págs. 38-71.

6	 Elena Peribáñez Blasco, «Nuevas obligaciones de la empresa sobre diligencia debida y reporte 
en Derechos Humanos (en la Unión Europea)», Revista Aequitas: Estudios sobre historia, derecho e 
instituciones, 2024, págs. 571-641.
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evaluación de efectos adversos reales y potenciales en función del factor de riesgo (art. 8), 
la priorización de efectos adversos detectados (art. 9), la adopción de medidas correctivas 
(arts. 10-11), y la reparación de daños (art. 12), así como la consulta con partes interesadas 
(art. 13), la gestión de reclamaciones (art. 14), y el seguimiento y comunicación pública de los 
resultados (arts. 15-16). Además, las empresas deben establecer un plan de transición climá-
tica alineado con el Acuerdo de París (art. 22), que asegure la compatibilidad de su estrategia 
empresarial con la neutralidad climática.

Para garantizar la efectividad de estas obligaciones, la Directiva previó una arquitectura 
de control basada en autoridades nacionales competentes dotadas de facultades de inves-
tigación, inspección y sanción (arts. 24-26). Estas autoridades podrán actuar de oficio o a 
partir de «inquietudes fundadas» presentadas por personas u organizaciones afectadas. El 
régimen sancionador exige a los Estados miembros la imposición de multas proporcionales 
y disuasorias, con posibilidad de hacer públicas las infracciones graves, como una especie 
de técnica de naming and shaming (art. 27). La Directiva reconoce, además, el derecho de 
las víctimas a promover acciones de responsabilidad civil frente a las empresas cuando se 
acredite un incumplimiento del deber de diligencia (art. 29), lo que refuerza la justiciabilidad 
del deber de diligencia empresarial.

Ante esta configuración, hay un primer aspecto que nos llama la atención: aunque la Direc-
tiva (UE) 2024/1760 introduce, a priori, obligaciones jurídicas claras, muchas de sus disposi-
ciones clave se formulan mediante cláusulas del tipo «los Estados miembros velarán por…». 
Si bien es una técnica normativa habitual en el derecho de la UE, transfiere la responsabilidad 
de aplicación a los ordenamientos nacionales, lo que supone una dicotomía de efectos: por 
un lado, esta fórmula permite flexibilidad procedimental; por otro, puede generar disparidad 
en los niveles de exigibilidad real, en función del grado de voluntad política y capacidad nor-
mativa de cada Estado miembro. A la problemática general de la trasposición se suma la 
indeterminación generada por la aplicación escalonada de la norma. No solo porque el art.37 
hubiera previsto una aplicación por tramos en 2027, 2028 y 2029 según umbrales de emplea-
dos y facturación, incluidas ciertas empresas de terceros países con elevado volumen de 
negocio en la UE. Sino porque el «paquete de simplificación» (Omnibus) propuesto por la 
Comisión en 2025 plantea ajustes y diferimientos, que al posponer un año la transposición y 
la primera aplicación, adelantar la emisión de directrices y reorientar el perímetro material de 
la diligencia hacia los socios directos de la cadena (dejando la evaluación de los indirectos a 
supuestos de «información plausible»), incentivan transposiciones minimalistas y acentúan 
el riesgo de fragmentación entre Estados miembros (por la remisión de la Directiva a que 
«los Estados velarán por…»), con asimetrías de exigibilidad y de enforcement, potencial forum 
shopping regulatorio y vacíos temporales de tutela para las personas afectadas7.

Además, en el ámbito estatal existen algunas leyes nacionales pioneras en materia de 
responsabilidad empresarial, como las adoptadas en Francia (Loi n.° 2017-399 du 27 mars 
2017 relative au devoir de vigilance des sociétés mères et des entreprises donneuses d’ordre) 
y en Alemania (Gesetz über die unternehmerischen Sorgfaltspflichten in Lieferketten/ Ley de 

7	 COM (2025) 81 final. Proposal for a Directive of the European Parliament and of the Council amen-
ding Directives 2006/43/EC, 2013/34/EU, (EU) 2022/2464 and (EU) 2024/1760 as regards certain 
corporate sustainability reporting and due diligence requirements; Rosa María Morato García, El 
proceso de diligencia debida en la nueva directiva europea, Trabajo y derecho: nueva revista de 
actualidad y relaciones laborales, 2024.
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Diligencia Debida en las Cadenas de Suministro,2021), que establecen regímenes de vigilan-
cia y diligencia debida vinculantes para las empresas en relación con su cadena global de 
suministro8. En concreto, la ley francesa de 2017 establece la obligación de elaborar y aplicar 
un plan de vigilancia para prevenir vulneraciones en la cadena de suministro, y permite la res-
ponsabilidad civil directa de la empresa matriz en caso de incumplimiento. Por su parte, la ley 
alemana impone medidas obligatorias de control sobre derechos humanos en proveedores 
directos, aunque no contempla responsabilidad civil expresa, lo que ha sido objeto de críticas 
por parte de la sociedad civil y la academia jurídica9.

No obstante, España aún no ha aprobado una ley nacional específica de diligencia 
debida, aunque deberá hacerlo como parte del proceso de transposición de la Directiva (UE) 
2024/1760. Actualmente, el marco normativo se limita a instrumentos no vinculantes, como 
el Plan de Acción Nacional de Empresas y Derechos Humanos de 2017 y obligaciones de 
reporte no financiero establecidas por la Ley 11/2018, de 28 de diciembre, sobre información 
no financiera y diversidad. La inminente transposición de la Directiva 2024/1760 ofrece una 
oportunidad para reforzar la coherencia entre reporte (CSRD) y diligencia debida, cerrando 
brechas en participación y remedios10.

En paralelo con lo anterior, pero directamente relacionado, en sectores como el energético 
o extractivo (frecuentemente desplegados en territorios habitados por comunidades indíge-
nas o rurales) cobra especial relevancia el cumplimiento del derecho al consentimiento libre, 
previo e informado (CLPI), consagrado en el Convenio 169 de la OIT (esp.arts.6,7,15,16). Este 
derecho, que impone obligaciones tanto a los Estados como, indirectamente, a los actores 
privados involucrados en procesos de desarrollo, constituye un mecanismo esencial para 
asegurar la participación efectiva de los pueblos indígenas ante decisiones que afectan sus 
territorios, recursos naturales y modos de vida. Su vulneración (por acciones u omisiones) 
constituye una de las formas más persistentes de afectación a los derechos humanos en el 
contexto de la transición energética y la expansión de infraestructuras extractivas11.

En sus primeras formulaciones, el CLPI se entendía como una garantía procedimental diri-
gida exclusivamente a los Estados. No obstante, su desarrollo posterior ha impulsado una 
ampliación sustantiva de su contenido, especialmente a través de instrumentos no vinculan-
tes como la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 
(2007) y de su consolidación jurisprudencial en el ámbito interamericano. La Corte Intera-
mericana ha afirmado con claridad exigencias relacionadas con el derecho a la propiedad 
colectiva y el deber de consulta y, según el nivel de afectación, el consentimiento (caso Sara-
maka)12; a la identidad cultural respecto a consulta previa, de buena fe y culturalmente ade-

8	 Quentin Urban, «De la pratique à la doctrine, Le droit de la responsabilité et les groupes transnation 
au», Revue Trimestrielle de Droit Commercial et de Droit Economique, 2021, págs. 479-489 ; Tatiana 
Sachs, La loi sur le devoir de vigilance des sociétés mères et sociétés donneuses d'ordre les ingré-
dients d'une corégulation, 2017, págs. 380-390.

9	 Hannes Wais, «Vertragsstrafen im Lieferkettenrecht», ZIP: Zeitschrift für Wirtschaftsrecht, 2025, 
págs. 1126-1133.

10	 CNMV y ICAC, Segundo comunicado conjunto sobre la transposición de la directiva csrd y modifi-
caciones sucesivas al ordenamiento jurídico español, 2025.

11	 David Szablowski, «Re-empaquetando el CLPI las conexiones globales y el debate sobre el consen-
timiento indígena para la extracción industrial de recursos», Anthropologica, 2010, págs. 217-238.

12	 María Sol Bucetto, «El derecho de los pueblos indígenas a la consulta previa, libre e informada, y 
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cuada (caso Sarayaku)13; a la participación pública efectiva y la interrelación entre territorio, 
identidad y medio ambiente sano (caso Lhaka Honhat)14; o incluso sobre el nexo entre territo-
rio, vida e integridad (caso Yakye Axa). Además, la opinión consultiva OC 23/17 reconoció el 
derecho autónomo a un medio ambiente sano y su proyección extraterritorial (OC-23/17)15. 
Estas decisiones anclan la interpretación de la omisión del CLPI como una violación autó-
noma de derechos fundamentales, en particular del derecho a la propiedad colectiva y de la 
identidad cultural16.

De forma progresiva, esta garantía ha comenzado a proyectarse también sobre el ámbito 
empresarial, en especial en sectores como el energético o extractivo, donde las actuaciones 
privadas tienen efectos directos sobre territorios colectivos.

En este sentido, tanto los Principios Rectores de Naciones Unidas (2011) como la Directiva 
(UE) 2024/1760 han reconocido la necesidad de que las empresas integren mecanismos de 
consulta sustantiva con las comunidades afectadas como parte de su deber de diligencia. 
En cuanto al principio 18, este determinó el deber de incluir «consultas sustantivas con los 
grupos potencialmente afectados» teniendo en cuenta el tamaño de la empresa, la naturaleza 
de las actividades y el contexto de sus operaciones. Esta pauta no equivale formalmente al 
CLPI, pero lo prefigura metodológicamente cuando el contexto y la afectación lo exigen17: 
es una previsión que reforzó la exigencia de participación efectiva y anticipó, en términos 
sustantivos, el contenido esencial del CLPI en contextos donde las actividades empresariales 
podían incidir en comunidades locales o pueblos indígenas.

Por su parte la Directiva (UE) 2024/1760 en su considerando 33 ha introducido una alusión 
directa y expresa al CLPI como una salvaguarda clave cuando las empresas operan en terri-
torios indígenas, indicando que deben prestar especial atención a posibles efectos adversos 
sobre pueblos tradicionalmente marginados o vulnerables. Esta previsión al CLPI no se ha 
realizado en el articulado de la Directiva, pero refuerza sí refuerza obligaciones empresariales 
de identificación y gestión de riesgos en contextos de alto impacto social y ambiental, lo que 
permite interpretar su aplicación indirecta cuando los derechos de pueblos indígenas están 

los principios de progresividad y no regresividad. Estudio de la aplicación práctica de los estánda-
res fijados por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos en Colombia», Lex: Revista de la 
Facultad de Derecho y Ciencia Política de la Universidad Alas Peruanas, 2018, págs. 15-52.

13	 Mario Melo Cevallos, «Derechos indígenas en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de De-
rechos Humanosavances alcanzados en la sentencia del Caso Sarayaku contra Ecuador», Anuario 
de la Facultad de Derecho, 2014, págs. 277-290.

14	 Eduardo Ferrer Mac-Gregor, «Lhaka Honhat y los derechos sociales de los pueblos indígenas», 
Revista electrónica de estudios internacionales (REEI), 2020.

15	 Verena Kahl, «Revolución ecológica en la Corte Interamericana de Derechos HumanosReseña de 
la Opinión Consultiva No. 23 "Medio ambiente y derechos humanos" (OC-23/17)», Crisis climática, 
transición energética y derechos humanos, 2020, págs. 159-202.

16	 Gerardo A. Durango Álvarez, «Derechos Fundamentales de los pueblos indígenas. El caso del 
pueblo Embera Katío y la represa de Urrá: un análisis desde la Corte Constitucional Colombiana», 
Opinión Jurídica, 2008, págs. 33-52.

17	 José Elías Esteve Moltó, «Los Principios Rectores sobre las empresas transnacionales y los de-
rechos humanos en el marco de las Naciones Unidas para "proteger, respetar y remediar" ¿hacia la 
responsabilidad de las corporaciones o la complacencia institucional?», Anuario español de dere-
cho internacional, 2011, págs. 317-351.
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potencialmente comprometidos. Esta proyección de que las empresas actúen con una pers-
pectiva culturalmente adecuada, conforme a estándares internacionales en materia de dere-
chos colectivos, consolida una tendencia de juridificación creciente en el derecho comparado 
a interpretar el CLPI no solo como obligación estatal, sino también como estándar aplicable 
a actores privados en contextos de alto riesgo socioterritorial.

A la luz de lo anterior, se puede concluir que la transformación normativa en curso sitúa a 
las empresas energéticas ante un deber jurídico operativo de diligencia que no se agota en el 
cumplimiento formal, sino que exige procesos preventivos robustos, participación significa-
tiva (y consentimiento cuando corresponda), y sistemas de trazabilidad y rendición de cuen-
tas, reforzados por supervisión pública y responsabilidad civil. Este «circuito de gobernanza» 
entre CSDDD, CLPI y derechos de acceso (Aarhus/Escazú) crea un estándar mínimo europeo 
internacional capaz de irradiar efectos extraterritoriales funcionales y ofrece a los tribunales 
parámetros verificables de control de legalidad y de responsabilidad.

III. Los principios jurídico-aplicables
La diligencia debida empresarial y el CLPI, entendidos en el actual marco de la transición 

energética justa, se apoyan en un complejo entramado normativo multinivel (internacional, 
europeo y estatal) que combina reglas duras (hard law) y estándares interpretativos. Esto 
supone que la eficacia de las obligaciones positivas, tanto para los Estados como para las 
empresas, depende con frecuencia de una interpretación y aplicación conformes a principios 
jurídicos que operan como auténticas reglas de decisión ya sean principios clásicos reinter-
pretados a la luz de nuevas exigencias o estándares, o bien principios de nueva creación18.

En ese contexto, los principios jurídicos cobran especial importancia porque cumplen una 
triple función. En primer lugar, actúan como criterio preventivo y de orientación de la acción 
pública y corporativa, imponiendo la adopción anticipada de medidas de gestión del riesgo y 
derechos humanos y medioambiente.

En segundo lugar, permiten coordinar coherentemente en el ordenamiento jurídico instru-
mentos que convergen en la diligencia debida y en la participación sustantiva integrando 
normas de derecho imperativo con reglas soft law o criterios rectores19. Véase, por ejemplo, 
los Principios Rectores de la ONU (principio 18, sobre consultas significativas) y la propia 
Directiva 2024/1760 (que positiviza la implicación de partes interesadas y el plan de transi-
ción climática, obligación de adopción y puesta en práctica mediante «mejores esfuerzos»).

En tercer lugar, ofrecen criterios de colmado intertemporal en fases de cambio normativo: 
por ejemplo, entre la entrada en vigor de la Directiva y su aplicación escalonada según cate-

18	 Jorge M. Coutinho de Abreu, «Deber de Diligencia y Derechos Fundamentales en los Grupos de 
Sociedades (sobre la Propuesta de Directiva de 23/2/2022)», Revista de Estudios Europeos, 2023, 
págs. 144-155.

19	 Piedad Andrea Rodríguez, Daniela Alejandra Gómez, Daniela Caicedo, «Los Principios Ruggie y la 
debida diligencia en el derecho fundamental de Consulta Previa», Revista Controversia, 2019 págs. 
49-66.
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gorías empresariales (con hitos entre 2027 y 202920) los principios sirven de parámetro para 
interpretar la legalidad de decisiones administrativas y la suficiencia de la diligencia empresa-
rial mientras se completa la transposición y se activan plenamente los deberes sustantivos.

En la materia que nos incumbe, se trata de un conjunto de principios que articulan deberes 
ex ante de prevención, participación sustantiva y rendición de cuentas en todas las fases del 
ciclo del proyecto y en toda la cadena de actividades. La Directiva (UE) 2024/1760 consa-
gra el deber empresarial de identificar, prevenir, mitigar y remediar impactos adversos reales 
o potenciales en derechos humanos y medio ambiente, integrar la diligencia en la gestión 
interna, comprometerse con las partes interesadas y adoptar y poner en práctica un plan de 
transición climática; todo ello bajo supervisión de autoridades competentes y con previsión 
de responsabilidad civil21. En paralelo, el CLPI (normativamente anclado en el Convenio núm. 
169 de la OIT e intensamente desarrollado por la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos) define un estándar de consulta previa, de buena fe y culturalmente adecuada, que en 
supuestos de alto impacto exige consentimiento; mientras que la Directiva, en sus conside-
randos, exige atención reforzada a pueblos indígenas y reconoce expresamente el CLPI como 
referente internacional22.

Ambos marcos convergen, por tanto, en una misma lógica de prevención y legitimación 
procedimental, con especial atención a pueblos indígenas y comunidades locales en territo-
rios de alto riesgo socioambiental.

Desde esta perspectiva, el primer rasgo común es la naturaleza preventiva y ex ante de las 
obligaciones. La Directiva impone integrar la diligencia en políticas y sistemas de gestión, iden-
tificar y evaluar impactos, priorizarlos con arreglo a riesgo, prevenir o mitigar los potenciales y 
hacer cesar y remediar los reales; la consulta significativa es parte estructural del propio deber 
de diligencia (conexión explícita en el principio 18 de los Principios Rectores de la ONU). Ese 
diseño dialoga con el carácter previo del CLPI, que exige consultas antes de adoptar medidas 
o autorizar explotaciones que afecten a territorios, recursos o modos de vida indígenas. En tér-
minos de control jurídico, esta convergencia sitúa a la prevención como criterio de validez de la 
actuación administrativa y como parámetro del estándar de cuidado empresarial.

Además, ambos marcos comparten una centralidad de la participación sustantiva que 
supera la mera información. La Directiva positiviza el compromiso significativo con las partes 
interesadas y exige a las empresas remover barreras de participación; en sus considerandos 
enfatiza situaciones que involucren pueblos indígenas y la necesidad de atender a estándares 
internacionales sobre consentimiento libre, previo e informado. A su vez, los Principios Rectores 

20	 Juan Manuel Moreno Díaz, «La Propuesta Ómnibus UE y la afectación de la diligencia debida una 
primera aproximación», Trabajo, Persona, Derecho, Mercado: Revista de Estudios sobre Ciencias del 
Trabajo y Protección Social, 2025, págs. 195-214.

21	 María Eugenia Hernández Peribáñez, «La potencialidad de la diligencia debida obligatoria en de-
rechos humanos: un primer paso en el acceso de las victimas a la justicia en Europa», REDI, 2024, 
págs. 77-109.

22	 Santiago Montt Oyarzún y Manuel Matta Aylwin, «Una visión panorámica al Convenio OIT 169 y 
su implementación en Chile», Estudios públicos, 2011, págs. 133-212; Luz Dary Naranjo Colorado 
y Roxana Cely Soler, «Minería y Derechos Humanos frente a las Comunidades Indígenas, Minería 
de los Fondos Marinos Oceánicos, frente a la Comunidad Internacional», Saber, Ciencia y Libertad, 
2017, págs. 83-103.
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de la ONU imponen que la diligencia incorpore consultas significativas con los grupos poten-
cialmente afectados como vía para calibrar el riesgo en derechos humanos. El CLPI añade la 
dimensión colectiva e intercultural de los procesos, y la jurisprudencia interamericana ha decla-
rado que la omisión de consulta viola derechos autónomos como la propiedad comunitaria, la 
identidad cultural y, en su caso, el medio ambiente sano. De este diálogo normativo resulta un 
principio común: participación que incide en el contenido de la decisión, con exigencias refor-
zadas cuando concurren impactos sobre titulares de derechos colectivos.

Junto a lo anterior, emerge un enfoque de riesgo con priorización justificada y enfoque dife-
renciado sobre colectivos en situación de vulnerabilidad. La Directiva configura una diligencia 
basada en el riesgo, con priorización de impactos y adopción de medidas proporcionadas al 
nivel de gravedad y probabilidad, y exige planes de transición climática con metas tempora-
les y seguimiento público, en coordinación con la información corporativa de sostenibilidad. 
La referencia expresa del preámbulo a la Declaración de la ONU sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas y al CLPI refuerza la necesidad de que las empresas ajusten su gestión 
de riesgos a contextos socioterritoriales y a estándares de consentimiento cuando proceda. 
Este mismo eje diferenciador late en el CLPI, que demanda procesos culturalmente adecua-
dos y de buena fe. Se consolida así un principio común de gestión del riesgo con sensibilidad 
contextual y trazabilidad de decisiones, tanto regulatorias como corporativas.

También es compartido el principio de transparencia, trazabilidad y rendición de cuentas. La 
Directiva impone mecanismos de reclamación, monitoreo y comunicación pública, y somete el 
cumplimiento a autoridades supervisoras con potestades de investigación y sanción, además 
de abrir una vía de responsabilidad civil para las víctimas por incumplimiento del deber de dili-
gencia. El CLPI, por su parte, se articula judicialmente a través de remedios estructurales en 
sede interamericana (restituciones territoriales, garantías de no repetición y medidas de repa-
ración cultural), lo que ofrece guías de reparación integral para los ordenamientos internos. En 
clave contencioso‑administrativa, la falta de consulta sustantiva y la insuficiente motivación 
sobre riesgos y medidas de prevención habilitan el control de legalidad del acto autorizatorio y 
la adopción de medidas cautelares para evitar daños graves o irreversibles.

En conclusión, los principios que se derivan de la diligencia debida de sostenibilidad y del 
CLPI (prevención ex ante, participación significativa o consentimiento cuando corresponda, 
enfoque de riesgo con priorización y sensibilidad contextual, transparencia‑trazabilidad‑reme-
dios, y proyección extraterritorial funcional con clara distinción Estado‑empresa) ofrecen a los 
tribunales herramientas justiciables para controlar la validez de autorizaciones y planes ener-
géticos, exigir motivación reforzada y participación efectiva, y valorar el incumplimiento empre-
sarial tanto en la vía administrativa (supervisión y sanciones) como en la civil (responsabilidad 
por deber de diligencia), incluida la actividad fuera de la UE cuando concurra el nexo normativo. 
Su uso sistemático permite alinear la aceleración de la descarbonización con la protección 
sustantiva de los derechos colectivos y la legitimidad democrática de la transición energética.

IV. Los procesos de litigación
El proceso de juridificación creciente de la responsabilidad empresarial con relación a los 

derechos humanos y el CLPI, implica que la exigibilidad no se limite al plano estatal, sino que 
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va más allá23. Empieza a permear las prácticas empresariales a través de obligaciones de 
diligencia debida y principios de responsabilidad social corporativa, configurando escenarios 
crecientes de litigación en contextos de transición energética.

En los últimos años, ha tenido lugar una creciente respuesta contenciosa por parte de la 
sociedad civil y actores afectados, mediante el recurso a los denominados litigios climáticos 
frente a empresas cuyos modelos operativos contribuyen al cambio climático y sus impac-
tos sobre los derechos humanos24. En la mayoría de estos procedimientos judiciales se ha 
buscado exigir responsabilidades jurídicas a actores privados por los daños ambientales y 
sociales derivados de sus emisiones históricas, modelos de producción intensiva o inacción 
frente a los compromisos internacionales.

Aunque la mayoría de estos litigios se vienen articulando a través de acciones de respon-
sabilidad civil (ya sea en sede nacional o transnacional), también se observa una incipiente 
tendencia a instrumentalizar mecanismos de responsabilidad administrativa o cuasi-penal, 
especialmente en sistemas jurídicos donde las autoridades ambientales o de consumo 
tienen competencias sancionadoras25.

Ahora bien, la eficacia de estos estándares de responsabilidad empresarial se ve seria-
mente comprometida cuando las empresas europeas operan en países del Sur Global, donde 
los marcos legales locales no ofrecen niveles equivalentes de protección ni mecanismos 
efectivos de consulta26. Esta desigualdad regulatoria no es meramente accidental o técnica, 
sino que actúa como un incentivo estructural27. Numerosas empresas europeas encuentran 
en el Sur Global un entorno más permisivo donde operar, debido a la debilidad institucional, 
la menor exigencia normativa y la escasa posibilidad de ser sometidas a controles efectivos. 
Esta estrategia de externalización del riesgo jurídico les permite beneficiarse de condicio-
nes laxas de gobernanza, mientras proyectan una imagen de sostenibilidad en sus países 
de origen. Este fenómeno ha sido descrito por diversos autores como una forma de «transi-
ción energética colonial», donde las externalidades sociales y ambientales del nuevo modelo 
verde se trasladan estructuralmente al Sur Global28.

23	 Ana Crespo Hernández, «La ley aplicable a la responsabilidad de las empresas por los daños 
internacionales derivados del cambio climático», REEI, 2025, págs. 217-256.

24	 José Luis Villegas Moreno, «Litigios climáticos en perspectiva de derechos humanos. Una apro-
ximación a su desarrollo en Europa y América latina», Revista del Gabinete Jurídico de Castilla-La 
Mancha, 2024, págs. 361-436.

25	 Tribunal judiciaire de Paris, 23 octobre 2025, n° 22/02955, Jugement Greenpeace, Les amis de la 
Terre et Notre Affaire à Tous c/ TotalEnergies.

26	 Claudio Nash Rojas, La implementación del Convenio 169 de la OIT en Chile. El debate que reabrió la 
Convención Constitucional, Revista Tribuna Internacional, 2022, págs. 1-24.

27	 Christian Courtis, «Apuntes sobre la aplicación del convenio 169 de la OIT sobre pueblos indíge-
nas por los tribunales de América latina», Sur - Revista Internacional De Derechos Humanos, 2009, 
pags.53-81.

28	 Thea Riofrancos, Resource Radicals: From Petro-Nationalism to Post-Extractivism in Ecuador, Dur-
ham: Duke University Press, 2020, 252 págs.; Miriam Lang, Mary Ann Manahan y Breno Brin-
gel, The Geopolitics of Green Colonialism, Global Justice and Ecosocial Transitions, Pluto Press, 
2024,288 págs.
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Dicha asimetría ha sido ampliamente documentada en diversos conflictos socioambien-
tales, especialmente en sectores estratégicos como el energético, extractivo o de materiales 
de construcción, en el centro del debate jurídico sobre la transición energética justa. Los 
tribunales, en diversas jurisdicciones, han comenzado a reconocer que determinadas prácti-
cas empresariales pueden generar afecciones concretas a derechos fundamentales, como el 
derecho a la vida, a la salud, a la vivienda o a un medio ambiente sano, abriendo así el camino 
a la configuración de obligaciones jurídicas de diligencia climática exigibles por vía judicial.

En este contexto, algunos casos paradigmáticos que han contribuido a consolidar una 
jurisprudencia emergente sobre responsabilidad empresarial por impactos climáticos y vul-
neraciones de derechos humanos, ha sido tanto en países del Norte como del Sur Global. 
Pero el proceso de juridificación de la responsabilidad empresarial en materia climática y 
de derechos humanos no se manifiesta de manera homogénea. La posición procesal de las 
empresas, las obligaciones sobre sostenibilidad y diligencia empresarial y el alcance del con-
sentimiento libre, previo e informado (CLPI) varía de forma significativa según el foro: tribu-
nales europeos, jurisdicciones latinoamericanas o justicia española. Ello determina no solo 
la intensidad del escrutinio judicial sobre la transición energética, sino también el riesgo de 
criminalización de las comunidades cuando el conflicto se desplaza fuera de Europa. Ello nos 
permitirá hacer una diferenciación según se trate de: 1) litigios en Europa por demandantes 
del Sur Global frente a corporaciones con sede en el Norte; 2) litigios desarrollados íntegra-
mente en el Sur Global contra empresas del Norte; 3) litigios acontecidos en España.

1. Litigios climáticos ante tribunales europeos 
con demandantes del Sur Global

Por un lado, se encuentran los litigios europeos en el que los demandantes que acceden 
a la justicia son comunidades afectadas en el Sur Global frente a corporaciones con sede en 
Europa.

En el contexto europeo, la responsabilidad empresarial por impactos climáticos se está 
construyendo, sobre todo, a través de acciones de responsabilidad civil y de una interpreta-
ción expansiva de los deberes de diligencia y de cuidado.

Uno de los litigios climáticos más emblemáticos en materia de responsabilidad empre-
sarial transnacional es el promovido por Saúl Luciano Lliuya, agricultor y líder comunal de la 
ciudad andina de Huaraz (Perú), contra la compañía energética alemana RWE AG (Alemania), 
uno de los mayores emisores históricos de CO₂ en Europa29. En 2015, el demandante inter-
puso una acción civil ante los tribunales alemanes solicitando que RWE contribuyera econó-
micamente a la implementación de medidas de adaptación frente al riesgo de desborde del 
lago glaciar Palcacocha, cuyo volumen se ha incrementado de forma alarmante como con-
secuencia del retroceso de los glaciares en la Cordillera Blanca, un fenómeno directamente 
vinculado al cambio climático30.

29	 Oberlandesgericht Hamm Urteil I-5 U 15/17- 2 O 285/15, Verkündet am 28.05.2025, Herrn Saúl 
Ananías Luciano Lliuya vs. RWE AG.

30	 Laura García Álvarez, «El caso Huaraz: David contra Goliat o «Saúl l. contra RWE AG». Un prece-
dente clave en la justicia climática», Revista Aranzadi de Derecho ambiental, 2018, págs. 63-101.
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La acción se fundó en el Código Civil alemán (§1004 BGB) y en principios de responsabi-
lidad por daño ambiental, buscando sentar un precedente sobre la responsabilidad civil de 
empresas multinacionales por sus emisiones históricas, incluso cuando no se trate de daños 
directos ni localizados en el mismo territorio. El Tribunal Superior Regional de Hamm admitió 
en 2017 el caso a fase probatoria, reconociendo que la reclamación planteaba cuestiones 
jurídicas serias y plausibles. Ello supuso un hito en la apertura de vías de litigación climática 
transnacional desde el Sur Global contra empresas matrices del Norte Global. No obstante, a 
finales de mayo de 2025 el Tribunal Superior Regional de Hamm desestimó la pretensión al 
considerar que la empresa germana no tiene que pagar en este caso por el efecto climático 
en los Andes al considerar el riesgo de inundación «demasiado bajo»31. Pero no se trata de 
una derrota absoluta: se desestimó la demanda por considerar que el riesgo era muy bajo; 
pero se estableció el precedente legal de que los principales emisores del mundo pueden ser 
considerados responsables de los daños climáticos que han causado en virtud del código 
civil alemán. Es decir, el caso ha tenido un impacto doctrinal y jurisprudencial relevante en el 
debate sobre los deberes jurídicos de las empresas frente al cambio climático y los derechos 
fundamentales.

En línea con esta tendencia, el Tribunal de Distrito de La Haya dictó en 2021 una sentencia 
histórica en el caso Milieudefensie et al. v. Royal Dutch Shell, en la que impuso a la empresa la 
obligación reducir sus emisiones de gases de efecto invernadero en un 45 % para 2030, con 
respecto a 2019, en todas sus actividades, incluyendo tanto sus propias emisiones como las 
emisiones de uso final, en consonancia con los objetivos del Acuerdo de París (inspiración 
caso Urgenda)32. El tribunal consideró que Shell tenía una obligación de resultado en térmi-
nos de política climática corporativa, al tiempo que reconoció la aplicabilidad directa de los 
derechos humanos (en particular, el derecho a la vida y a la vida familiar, art.2 y 8 CEDH) en 
el contexto del cambio climático. Esta resolución supuso un avance jurisprudencial al afirmar 
que las grandes corporaciones no solo pueden generar riesgos ambientales, sino que están 
jurídicamente obligadas a adoptar medidas concretas de mitigación climática, incluso en 
ausencia de regulación estatal específica33. El Tribunal declaró: «La obligación de reducción 
de RDS se deriva del estándar de diligencia no escrito establecido en el Libro 6, Sección 162 
del Código Civil neerlandés, lo que significa que actuar en contra de lo generalmente acep-
tado según el derecho no escrito es ilegal». Posteriormente, en 2024 el Tribunal de apelación 
de la Haya confirmó al Tribunal de Primera Instancia al decidir que Shell tiene un deber legal 
de cuidado para frenar el cambio climático peligroso, según el derecho de responsabilidad 
civil neerlandés, leído a la luz de los instrumentos internacionales de derechos humanos, así 
como del derecho climático internacional y de la UE34. No obstante, dejó sin efecto la orden 
concreta de reducción del 45 %, reforzando la idea de un estándar general de diligencia climá-

31	 Daniel Walden, «Flutwelle voraus? Was Lliuya vs. RWE für CO2-Emissionen, Haftpflicht und D&O, 
Konzernhaftung und Menschenrechtsverletzungen bedeutet», ZIP: Zeitschrift für Wirtschaftsrecht, 
2025, págs. 2218-2222.

32	 Rechtbank  Den  Haag, Klimaatzaak  tegen  Royal  Dutch  Shell C/09/571932  /  HA  ZA  19-379, 
26/05/2021, ECLI:NL:RBDHA:2021:5339.

33	 Daniel Iglesias Márquez, Milieudefensie & otros v. Royal dutch shell plc la delimitación de la res-
ponsabilidad empresarial de respetar los derechos humanos en tiempos de crisis climática, Tirant lo 
Blanch, 2023, págs. 153-184.

34	 Court of Appeal The Hague, case n.º 200.302.332/01, C/09/571932 / HA ZA 19-379, 12/11/2024, 
ECLI:NL:GHDHA:2024:2100. 
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tica aplicable a grandes corporaciones, pero sometiendo su contenido a un test de proporcio-
nalidad y de separación de poderes.

También en 2022, un grupo de pescadores de la isla de Pari (Indonesia) presentó una 
demanda contra la empresa suiza Holcim, uno de los mayores productores de cemento a 
nivel mundial, por los efectos adversos del cambio climático sobre sus medios de vida35. 
La acción, interpuesta ante los tribunales suizos, sostiene que las emisiones acumuladas 
de gases de efecto invernadero generadas por Holcim han contribuido de manera sustan-
cial al aumento del nivel del mar, provocando inundaciones recurrentes, salinización de los 
suelos, pérdida de viviendas y afectación directa de la actividad pesquera. Los demandantes 
invocan principios de responsabilidad extracontractual y solicitan una compensación econó-
mica, así como una reducción significativa de las emisiones corporativas, de conformidad 
con los compromisos internacionales derivados del Acuerdo de París36. El tribunal suizo está 
examinando actualmente su competencia y la admisibilidad de la demanda; pero este litigio 
representa un nuevo modelo de demanda climática, centrado en la atribución de responsa-
bilidad a empresas por sus contribuciones acumuladas a la crisis climática global, y plantea 
interrogantes clave sobre el acceso a la justicia de las comunidades del Sur Global frente a 
corporaciones transnacionales con sede en Europa.

A la vista de los litigios analizados, las comunidades del Sur Global recurren creciente-
mente a los tribunales europeos de los Estados de origen de las empresas para superar la 
debilidad de los marcos regulatorios locales y activar estándares de responsabilidad más exi-
gentes. Se puede afirmar que existe una nueva generación de demandas climáticas basadas 
en la contribución acumulada de empresas a la alteración del clima global, incluso cuando no 
exista una relación causal directa o exclusiva. Las empresas aparecen como sujetos pasivos 
de acciones civiles (y potencialmente administrativas) centradas en su deber de diligencia 
climática y de respeto de derechos humanos. Por su parte, el acceso a la justicia de comuni-
dades afectadas en el Sur Global frente a corporaciones con sede en el Norte se ve reforzado, 
en la medida en que, por un lado, el CLPI opera, en su caso, como estándar indirecto a través 
de la referencia a instrumentos internacionales (Convenio n.º 169 de la OIT, Declaración de 
la ONU sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas) o mediante la integración de expecta-
tivas de consulta sustantiva; y, por otro, la diligencia debida impuesta por la Directiva (UE) 
2024/1760 (y por la Directiva (UE) 2022/2464 sobre información corporativa en materia de 
sostenibilidad) refuerza la responsabilidad exigible a las empresas.

2. Litigios en el Sur Global: entre la invocación del 
CLPI y la criminalización de la protesta

De otra parte, se encuentran los litigios desarrollados íntegramente en el Sur Global, es 
decir, aquellos en los que las comunidades afectadas (pertenecientes a dichos países) diri-
gen sus reclamaciones frente a empresas transnacionales con domicilio social en el Norte 
Global pero cuyas actividades se despliegan fuera del espacio europeo.

35	 Vid. Asmania et al. vs Holcim, Disponible en: https://www.climatecasechart.com/document/asma-
nia-et-al-vs-holcim_f2ce [último acceso 26/11/2025).

36	 L.A., Duarte Reyes y N., Burri, Transnational corporate liability in the era of loss and damages: the 
case of Asmania et al. v Holcim, Milano University Press, 2024, págs. 97-125.
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En muchos Estados del Sur Global, los marcos normativos internos no ofrecen niveles 
equivalentes de protección de los derechos humanos ni mecanismos efectivos de consulta a 
las poblaciones locales, lo que genera una asimetría regulatoria estructural y facilita que las 
empresas operen en contextos de debilidad institucional y limitado control administrativo o 
judicial37.

Aunque en América Latina, el CLPI cuenta con un reconocimiento formal en virtud del Con-
venio n.º 169 de la OIT (ratificado por numerosos Estados de la región) y ha sido interpretado 
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos como una garantía sustantiva de dere-
chos colectivos, territoriales y culturales, persiste una brecha significativa entre su consagra-
ción normativa y su aplicación práctica. Esta falta de operatividad se evidencia, en particular, 
en grandes proyectos energéticos y extractivos asociados a la transición energética, donde 
la presión económica y financiera tiende a imponerse sobre los estándares de participación 
y protección de las comunidades.

Un ejemplo paradigmático es el del complejo hidroeléctrico Renace, promovido por el 
Grupo Cobra, filial del conglomerado español ACS (Actividades de Construcción y Servicios 
S.A.), en el departamento de Alta Verapaz (Guatemala)38. Diversos informes de mecanismos 
internacionales de derechos humanos y de organizaciones nacionales e internacionales seña-
laron que el proyecto se ejecutó sin procedimientos adecuados de consulta ni garantías de 
CLPI, en un contexto de especial vulnerabilidad para el pueblo indígena maya q’eqchi’39. Entre 
las afectaciones documentadas figuran la alteración del caudal del río Cahabón, impactos 
sobre los medios de subsistencia tradicionales y una profunda fragmentación comunitaria40. 
Asimismo, se constataron afecciones directas a derechos fundamentales como la integridad 
personal, la libertad de expresión y el derecho a la consulta41.

Se registraron además incidentes de criminalización de líderes comunitarios que denun-
ciaban las irregularidades del proyecto, como el caso de Bernardo Caal Xol42, cuya condena 

37	 I. Žebrytė y L.Villegas-Benavente, «La teoría del refugio de contaminación: efectos de la inversión 
extranjera directa a escala local en Chile», Revista Jurídicas, 2016, págs. 24-40.

38	 Corte Suprema de Guatemala, Tribunal de Amparo, Sentencia de 4 de julio de 2019, Expedientes 
559-2107 y 565-2017.

39	 Andrés Cabanas Díaz, Hidroeléctricas insaciables en Guatemala, Documentación social, 2016 
págs. 249-251; Antonio Rodríguez-Carmona y Elena de Luis Romero, Hidroeléctricas insaciables 
en Guatemala, OMAL-Paz con Dignidad, Amigos de la Tierra, Asociación de Mujeres de Guatema-
la-AMG, Comisión de Derechos Humanos Hispano Guatemalteca, Diakonia y Protection Internatio-
nal, 2016, 190 págs.

40	 Naciones Unidas, Asamblea General, Derechos de los pueblos indígenas, Informe del Relator Espe-
cial sobre los derechos de los pueblos indígenas, A/68/317, 14/08/2013.

41	 Selvin Torres Hernández, «Conflictividad y represión en Guatemala. Criminalización de la defensa 
del territorio en Santa Cruz Barillas, Huehuetenango», Revista de la Carrera de Sociología, 2019, 
págs. 68-95.

42	 Carlos Javier García Sáenz, «Análisis jurisprudencial de los criterios establecidos por la Corte de 
Constitucionalidad de la República de Guatemala relativos al derecho de consulta previa de pue-
blos indígenas de conformidad con el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo», 
Revista Jurídica Auctoritas prudentium, 2022, págs.1-45; FILAC, «Defensores de derechos indíge-
nas en América Latina, en Los derechos de los pueblos indígenas», Revista Tiempo de Paz, 2018, 
págs. 138-145.
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penal fue objeto de críticas por organismos internacionales al considerar que respondía a un 
uso desproporcionado del derecho penal en un contexto de conflictividad socioambiental43. 
Este patrón de gestión del conflicto social mediante procesos penales contra las propias 
comunidades, unido a la muy limitada rendición de cuentas a nivel interno como en sede 
internacional, evidencia la necesidad de exigir a las empresas europeas que operan en el 
Sur Global el cumplimiento estricto de sus obligaciones en materia de derechos humanos 
y sostenibilidad, conforme a los estándares internacionales y a la Directiva (UE) 2024/1760.

Otro caso especialmente significativo es el de la mina de cobre Las Bambas, ubicada en 
la región de Apurímac (Perú) y operada por la empresa de capital chino MMG Limited44. El 
cobre constituye un mineral esencial para la transición energética, lo que aumenta la presión 
sobre su extracción45. En el ordenamiento peruano, la propiedad de la tierra y los derechos 
sobre los minerales del subsuelo son independientes; así, aunque la comunidad indígena de 
Pamputa cultive y utilice tradicionalmente la superficie, los derechos del subsuelo pertenecen 
a la empresa minera, que los adquirió en 200446.

Desde el inicio de las operaciones extractivas, las comunidades indígenas locales han 
denunciado múltiples afectaciones a sus derechos humanos, ambientales y territoriales. Uno 
de los focos del conflicto se originó, cuando la empresa modificó unilateralmente el Estudio 
de Impacto Ambiental (EIA) aprobado inicialmente, sustituyendo el mineroducto previsto por 
el transporte terrestre masivo mediante camiones de alto tonelaje, sin que se realizara un 
proceso adecuado de consulta previa conforme a las exigencias del Convenio n.º 169 de la 
OIT47. Esta modificación generó un incremento del tráfico pesado, contaminación ambien-
tal, deterioro de infraestructuras y consecuencias directas sobre la salud y el entorno de las 

43	 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Comunidad Indígena Maya Q’eqchi’ Agua Ca-
liente Vs. Guatemala, Sentencia de 16 de mayo de 2023; Naciones Unidas, Comité de Derechos 
Humanos, Dictamen aprobado por el Comité a tenor del artículo 5, párrafo 4, del Protocolo Fa-
cultativo, respecto de las comunicaciones núms. 4023/2021, 4024/2021, 4025/2021, 4026/2021, 
4027/2021, 4028/2021, 4029/2021, 4030/2021, 4031/2021 y 4032/2021, 9 de septiembre de 
2025, CCPR/C/143/D/4023/2021-4032/2021.

44	 SM. Acero Flores y KM. Hidalgo, «Lazo Impact of socio-environmental conflicts on mining ex-
ports in Peru during the period 2007-2022», Environmental Research and Ecotoxicity, 2024, págs. 
1-10.

45	 Carlos López Jimeno y Carmen Mataix González, «Las materias primas minerales y la transición 
energética», Cuadernos de estrategia, 2022, págs. 61-174.

46	 Máximo Ramírez, Mauro Estrada y Rodolfo Ramírez, «Condiciones sociales de los pobladores en 
las zonas de conflicto minero en el Perú», Ciencia y Desarrollo, 2019, págs. 49-62.

47	 José Huamaní Arone, Brayan Oliver Mamani Huillca, Wilver Oros Torres y Lida Katherin 
Sueldo Zamora, «Impacto de desplazamiento por acción minera y cuidado del medio ambiente», 
Ciencia Lantina Revista Científica Multidisciplinar, 2025, págs. 9374-9395; Ana Paula Queirolo 
Romero, «Breves comentarios a los mecanismos implementados para la participación ciudada-
na efectiva dentro de la certificación ambiental por parte de Senace», THĒMIS-Revista de Dere-
cho, 2018. págs. 77-90.
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comunidades48. Las protestas comunitarias derivadas de estas afectaciones fueron objeto 
de respuestas estatales de carácter excepcional49, incluyendo la declaración de estados de 
emergencia y actuaciones policiales que resultaron en víctimas mortales50.

Paralelamente, diversos líderes y miembros de las comunidades fueron sometidos a pro-
cesos penales prolongados por su participación en las movilizaciones (se les imputaba ser 
coautores mediatos de delitos contra el patrimonio, contra la seguridad pública y contra la 
tranquilidad pública51), mientras que las presuntas vulneraciones empresariales de los están-
dares de consulta o de diligencia debida no se tradujeron en sanciones proporcionales52.

La sentencia absolutoria del 22 de abril de 2025, dictada por la Sala Penal de Apelaciones 
de la Corte Superior de Justicia de Apurímac, puso de relieve la falta de sustento probato-
rio en las acusaciones formuladas contra once defensores ambientales procesados durante 
casi una década, ilustrando los riesgos de instrumentalización del derecho penal en contex-
tos de conflictividad socioambiental.

Ambos casos reflejan tensiones estructurales asociadas a la implantación de proyectos 
energéticos y extractivos en contextos de gobernanza débil y evidencian la necesidad de 
mecanismos eficaces de responsabilidad empresarial que garanticen el respeto de los dere-
chos humanos y del medio ambiente en toda la cadena global de valor. Asimismo, ponen de 
manifiesto la importancia de avanzar en modelos de responsabilidad extraterritorial de las 
empresas matrices por las actuaciones de sus filiales o contratistas en terceros países, espe-
cialmente en sectores estratégicos para la transición energética, donde el riesgo de impacto 
sobre derechos humanos es particularmente elevado53.

48	 Andrea Stephani Paredes Castro, Gonzalo Estrada Vega y Kerwin José Chávez Vera, «Gestión 
ambiental y desempeño financiero de compañías mineras peruanas», Revista Invecom, 2025, págs. 
1-8; Antuanet Reyes Asencio, «Camino a una minería sostenible: a propósito del nuevo reglamento 
de protección ambiental para las actividades de exploración minera», THĒMIS-Revista de Derecho, 
2018. págs. 27-37.

49	 Coalición para los derechos humanos en el desarrollo, Uso de decretos de emergencia y milita-
rización para silenciar comunidades indígenas, Riesgos no calculados, Caso n.º 7, págs. 1-5; Charis 
Kamphuis y Juan Carlos Ruiz Molleda, «¿Pueden las empresas de extracción de recursos contra-
tar los servicios de la policía nacional? Comentarios a la sentencia del tribunal constitucional del 
Perú», Revista de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas, 2020-2021, págs. 269-293.

50	 Patricio Josué Velarde Dedios, Repertorios del Gobierno en el Conflicto Socioambiental Las Bam-
bas 2015-2017, Asociación Latinoamericana de Sociología, 2020, págs. 515-534.

51	 Juan Hernández Zubizarreta, Erika González y Pedro Ramiro, «Criminalización del derecho a 
la protesta: patrones, actores e instrumentos», OMAL, 2022, págs. 40-43; Centro de información 
sobre Empresas y derechos Humanos, SLAPPed, pero no silenciados, defendiendo los derechos 
humanos de cara a los riesgos legales, 2021, págs. 1-31.

52	 Corte Suprema de justicia de la República, Sala penal permanente, recurso de casación n.º 49-
2000, Apurímac, 17/03/2023.

53	 Maria Chiara Marullo, «Los litigios civiles transnacionales europeos: trascendiendo la diligencia 
debida empresarial», Revista Boliviana de Derecho 2025, págs. 926-955; Asamblea General Nacio-
nes Unidas, Informe del Grupo de Trabajo sobre la cuestión de los derechos humanos y las empre-
sas transnacionales, 18 de julio de 2017, A/72/162; Comité de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, Observación general núm. 24 sobre las obligaciones de los Estados en virtud del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en el contexto de las actividades 
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En definitiva, el análisis comparado muestra un tratamiento claramente asimétrico de la 
responsabilidad empresarial y del CLPI según el foro jurisdiccional. Mientras que en Europa 
las controversias se canalizan principalmente mediante mecanismos contencioso-adminis-
trativos y acciones de responsabilidad civil orientadas a concretar el alcance del deber de 
diligencia empresaria54, en buena parte de América Latina la cuestión central sigue siendo el 
acceso efectivo a la justicia y la protección frente a la criminalización de las comunidades 
que ejercen su derecho a la participación y a la defensa del territorio. Aunque el CLPI goza de 
reconocimiento formal, su incumplimiento raramente deriva en la nulidad de autorizaciones 
administrativas o en la suspensión de proyectos, salvo en supuestos excepcionales impulsa-
dos por tribunales constitucionales o por la Corte Interamericana55. Esta situación permite 
que empresas transnacionales operen en contextos de baja exigibilidad institucional, lo que 
incentiva la externalización del riesgo jurídico y debilita la eficacia de los estándares inter-
nacionales. Paralelamente, la protesta social suele ser tratada como un problema de orden 
público y no como una manifestación legítima del derecho a la participación, generando esta-
dos de emergencia, procesos penales o respuestas coercitivas, mientras las infracciones 
empresariales carecen de sanción efectiva. Esta disparidad evidencia que la posición geo-
gráfica de los litigantes condiciona el tipo de tutela disponible y la intensidad del escrutinio 
judicial, lo que plantea interrogantes relevantes sobre la coherencia global de los estándares 
de una transición energética justa.

3. Litigios en España: el control de las evaluaciones

A nivel interno, también se observan conflictos relevantes asociados al despliegue de 
infraestructuras de energías renovables, que revelan tensiones entre la aceleración de la tran-
sición energética y la protección de los derechos e intereses de las comunidades rurales. 
Aunque España dispone de un marco normativo ambiental y de participación pública más 
consolidado que muchos Estados del Sur Global, ciertos proyectos han puesto de manifiesto 
dificultades estructurales en materia de evaluación ambiental, gobernanza territorial y acceso 
efectivo a la justicia56.

Un ejemplo especialmente significativo es el de la Plataforma Campiña Norte contra las 
Megaplantas Solares, un colectivo ciudadano surgido en la provincia de Jaén, Andalucía, en 
respuesta a la instalación de grandes proyectos fotovoltaicos en municipios como Lopera, 
Arjona y Marmolejo. Los miembros de la plataforma denuncian que estos proyectos, promo-
vidos por empresas como Greenalia Solar y FRV Arroyadas, han dado lugar a expropiaciones 
forzosas de tierras agrícolas, particularmente olivares tradicionales de elevado valor ecoló-

empresariales, 10 de agosto de 2017, E/C.12/GC/24; Fernando Martín Díz, La mediación: sistema 
complementario de Administración de Justicia, Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 2010, 
págs. 39-86.

54	 Juan José Álvarez Rubio, Una propuesta internacional privatista de gobernanza empresarial para 
la estrategia de integración de la sostenibilidad y la debida diligencia en derechos humanos, Colex, 
2023, págs. 24-44.

55	 Vid. Casos de la Corte IDH Saramaka (2007), Sarayaku (2012), Lhaka Honhat (2020).
56	 J., Liñán Chacón y M., Frolova Ignatieva, Los parques eólicos como fuente de conflictos y opor-

tunidades: análisis de buenas y malas prácticas de casos españoles, Asociación Española de Geo-
grafía (AGE)-Grupo de Trabajo de Desarrollo Local de la Asociación Española de Geografía (GTDL-
AGE), 2024, págs. 279-300. 

164
Revista Justicia & Trabajo, n.º 7, diciembre 2025

ISSN: 2952-1955

Pilar Lucea Franco La judicialización de la responsabilidad empresarial sostenible y el 
CLPI desde una perspectiva comparada entre Europa y el Sur Global



gico y cultural, sin una consulta pública efectiva ni una evaluación adecuada de los impactos 
ambientales y socioeconómicos.

En enero de 2025, la plataforma presentó una denuncia penal ante el Juzgado de Primera 
Instancia e Instrucción n.º 2 de Andújar contra delegados de la Junta de Andalucía y las 
empresas promotoras, alegando posibles delitos contra los recursos naturales y el medio 
ambiente y prevaricación ambiental. El órgano judicial acordó la apertura de diligencias pre-
vias para investigar, entre otros aspectos, la expropiación y tala de miles de olivos, así como 
las posibles deficiencias en la tramitación administrativa de los proyectos. Este caso pone 
de relieve una cuestión estructural: muchas de estas plantas se autorizan mediante proce-
dimientos abreviados de evaluación ambiental, previstos en la Ley 21/2013, de evaluación 
ambiental, lo que reduce el análisis acumulativo de impactos, especialmente en territorios 
sometidos a una alta presión de nuevos proyectos renovables.

A ello se suma que la legislación vigente no reconoce expresamente el valor jurídico del 
paisaje agrario tradicional, a diferencia de otros bienes ambientales o culturales protegidos, 
lo que limita la posibilidad de articular su defensa como bien jurídico autónomo en sede 
administrativa o contenciosa. Ello ha sido señalado en la doctrina como un factor que debilita 
la protección del paisaje rural frente a proyectos de gran escala y que dificulta la incorpora-
ción de criterios sustantivos de justicia territorial en la transición energética57.

Los agricultores y habitantes locales, organizados en torno a la plataforma, han promovido 
diversos mecanismos de participación y protesta, incluyendo manifestaciones, alegaciones 
en trámites de información pública y recogidas de firmas. Alegan que estos proyectos ponen 
en riesgo su modo de vida y la continuidad del tejido socioeconómico rural, basado en la agri-
cultura del olivar, y denuncian que los beneficios económicos de los proyectos no revierten 
de manera equitativa en la comunidad local. También cuestionan la coherencia ambiental 
del modelo energético renovable, al considerar contradictorio que se sustituya biodiversidad 
agrícola y paisaje cultural por grandes extensiones de placas solares, al tiempo que se invoca 
la urgencia climática para justificar procedimientos acelerados.

En términos similares, en el País Vasco, y en particular en el entorno rural de Bizkaia estre-
chamente vinculado al área metropolitana de Bilbao, se han documentado también conflictos 
significativos entre la implantación de infraestructuras renovables y la protección de suelos 
agrarios y espacios de alto valor ecológico58. Como ejemplo se halla el proyecto de instalación 
de aerogeneradores en el macizo Pagasarri‑Ganekogorta, promovido por Eólicas de Euskadi a 
escasos kilómetros de Bilbao, el cual tuvo una fuerte oposición social y política que alertaba 
de sus impactos sobre montes de utilidad pública, pastos comunales y valores paisajísti-
cos y de biodiversidad en la periferia urbana59. En términos similares, el proyectado parque 

57	 Actuación de oficio del Defensor del Pueblo Andaluz formulada en el expediente 21/4325 dirigida 
a Consejería de Agricultura, Ganadería, Pesca y Desarrollo Sostenible.

58	 J.C. Collantes-Alberdi, Co-gobernanza, desarrollo local y medio rural en el País Vasco: un modelo 
aún por fraguar, Asociación Española de Geografía (AGE)-Grupo de Trabajo de Desarrollo Local de 
la Asociación Española de Geografía (GTDL-AGE), 2024, págs. 157-176.

59	 Comisión de Ordenación del Territorio del País Vasco, Expediente: OT-001/25-PTP CAPV Plan 
Territorial Sectorial de las energías renovables en Euskadi; Escrito de Alegaciones de Ekologistak 
Martxan a la aprobación inicial del «Plan Territorial Sectorial de las Energías Renovables en Euskadi» 
del 27 de abril de 2023 y su correspondiente Estudio de Impacto Ambiental, Ref.: EAED-168INET.
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eólico Larragorri, impulsado por Green Capital Development en el municipio de Orozko60, ha 
sido autorizado administrativamente y ha motivado el anuncio de recursos administrativos 
y contenciosos por parte de las autoridades locales, apoyados en informes de la Diputación 
Foral de Bizkaia que desaconsejan su autorización por los efectos sobre especies protegi-
das, el paisaje y la economía local basada en la ganadería extensiva y el aprovechamiento 
de pastos de montaña61. A ello se suma la tramitación de grandes plantas solares fotovol-
taicas y sus infraestructuras de evacuación, como los proyectos de Solaria conectados a 
la subestación de Zierbena, que han suscitado alegaciones por las graves afecciones pre-
vistas sobre el medio ambiente y la actividad agroganadera en áreas rurales de Euskadi, así 
como por el consumo de suelo fértil frente a alternativas en cubiertas industriales o suelos ya 
degradados. Estos conflictos se insertan en el debate abierto en torno al Plan Territorial Sec-
torial de Energías Renovables de Euskadi, cuyo trámite de información pública ha generado 
numerosas alegaciones de ayuntamientos, juntas administrativas, organizaciones agrarias 
y colectivos ecologistas, que reclaman el reconocimiento efectivo del suelo agrario de alto 
valor agrológico como zona de exclusión o de máxima precaución para grandes proyectos 
renovables y denuncian déficits de protección ambiental en los procesos de evaluación y en 
la planificación62.

Por otro lado, en Galicia, el Tribunal Superior de Xustiza ha ido más allá al anular en 2025 
las autorizaciones del parque eólico A Raña III (Mazaricos, A Coruña), estimando el recurso 
de la asociación Petón do Lobo por deficiencias en la evaluación ambiental, al no valorar de 
forma conjunta la línea de evacuación ni los efectos acumulativos sobre espacios próximos a 
la Red Natura 200063. Esta sentencia se inscribe en un escenario en el que la jurisdicción con-

60	 Resolución de 5 de mayo de 2025, del Director de Descarbonización, por la que se concede autori-
zación administrativa previa al proyecto de Parque Eólico Larragorri, en los términos municipales 
de Llodio, Amurrio (Álava) y Orozko (Bizkaia), promovido por Green Capital Development 147, S.L.U, 
Expte: 01-GE-Y-2021-00005 y 48-GE-Y-2021-00005; Resolución de 15 de enero de 2025, del Direc-
tor de Administración Ambiental, por la que se formula la declaración de impacto ambiental del 
proyecto de parque eólico Larragorri (25MW) e infraestructuras asociadas, promovido por Green 
Capital Development 147, S.L.U, en los términos municipales de Orozko (Bizkaia), Llodio y Amurrio 
(Álava); Orden Foral 648/2024, de 16 de diciembre. Inadmisión a trámite de la solicitud formulada 
por Green Capital Development, SLU para que la Diputación Foral de Álava trámite el procedimiento 
de aprobación del Plan Especial de Parque Eólico de Larragorri y su infraestructura de evacuación, 
en el suelo no urbanizable de los términos municipales de Orozko (Bizkaia) y Llodio y Amurrio 
(Álava).

61	 Resolución de 15 de enero de 2025, del Director de Administración Ambiental, por la que se for-
mula la declaración de impacto ambiental del proyecto de parque eólico Larragorri (25MW) e in-
fraestructuras asociadas, promovido por Green Capital Development 147, S.L.U, en los términos 
municipales de Orozko (Bizkaia), Llodio y Amurrio (Álava); Resolución de 5 de mayo de 2025, del 
director de Descarbonización, por la que se concede autorización administrativa previa al proyecto 
de Parque Eólico Larragorri, en los términos municipales de Llodio y Amurrio (Álava) y Orozko (Bi-
zkaia), promovido por Green Capital Development 147, SLU.

62	 Pedro José Lozano Valencia, «La Ordenación del Territorio en Euskadi. Evaluación de la década 
transcurrida y retos para la siguiente», Ekonomiaz, 2020, págs. 394-423; Gobierno Vasco, Informe 
de respuesta a las alegaciones e informes presentados durante el trámite de información pública 
del plan territorial de energías renovables de Euskadi, 31/10/2024.

63	 T.S.X.Galicia Con/Ad Sec.3 A Coruña Sentencia: 00368/2025, Procedimiento Ordinario 7017/2023; 
Resolución de 30 de junio de 2022, de la Dirección General de Planificación Energética y Recursos 
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tencioso‑administrativa gallega ha paralizado o sometido a revisión decenas de proyectos 
eólicos, operando como foro central de litigación climática y territorial en torno a la compati-
bilidad entre transición energética, protección de suelos y ecosistemas rurales y participación 
pública efectiva64.

Ello revela que incluso en contextos autonómicos con marcos ambientales avanzados, la 
gobernanza de la transición energética reproduce tensiones estructurales entre la planifica-
ción energética de gran escala y la protección jurídica de los territorios rurales y de su valor 
agrario y ecológico.

Estos casos evidencian las tensiones existentes entre el impulso de las energías renova-
bles y la protección de los derechos e intereses de las comunidades rurales, incluso dentro de 
contextos normativos más robustos como el español. A diferencia de muchos de los supues-
tos analizados en el Sur Global, en España la controversia se canaliza principalmente a través 
de la impugnación de autorizaciones administrativas y evaluaciones de impacto ambiental, 
sin que la protesta social frente a los proyectos renovables suela traducirse en patrones sis-
temáticos de criminalización de las comunidades demandantes; el conflicto se desplaza, 
más bien, a un terreno técnico‑jurídico en el que se discute la suficiencia de la motivación, 
la ponderación de intereses y la calidad de la participación pública. En este contexto, las 
empresas energéticas aparecen como sujetos pasivos mediatos (en tanto beneficiarias de 
dichas autorizaciones) y el contenido de sus deberes de diligencia debida y sostenibilidad se 
construye de modo indirecto, a partir de la legalidad ambiental y de los compromisos de res-
ponsabilidad corporativa vinculados, entre otros, a la Ley 7/2021, de 20 de mayo, de cambio 
climático y transición energética y a la Directiva (UE) 2024/1760. Ello sitúa a España en una 
posición intermedia: un ordenamiento con mayores garantías procesales que buena parte del 
Sur Global, pero en el que el CLPI y la diligencia debida empresarial aún no se han configurado 
como estándares autónomos de exigibilidad judicial en los litigios sobre transición energé-
tica renovable, sino como marcos de referencia que comienzan a orientar el escrutinio judicial 
de la transición energética y de sus impactos sobre las comunidades rurales.

En definitiva, el análisis conjunto de los tres grupos de litigios muestra que la juridificación 
de la responsabilidad empresarial en la transición energética avanza de forma claramente 
desigual y fragmentada. En la primera categoría (las demandas del Sur Global ante tribuna-
les europeos), los casos de Lliuya, Shell u Holcim evidencian el potencial de la responsabili-

Naturales, por la que se otorgan autorización administrativa previa y autorización administrativa 
de construcción de las instalaciones relativas al proyecto del parque eólico A Ruña III, situado 
en el ayuntamiento de Mazaricos y promovido por Eurus Desarrollos Renovables, S.L.U. (expe-
diente IN408A/2017/043); T.S.X.Galicia Con/Ad Sec.3 003 - A Coruña, Po Procedimiento Ordinario 
0007017 /2023, Cuestión prejudicial TJUE sobre si el público debió tener acceso a los informes 
sectoriales sobre eólicos antes de autorizarse los parques; Maricarmen Tapia-Gómez, Planifica-
ción territorial, nuevos desafíos frente a la energía eólica. Caso Galicia, España, Bitácora Urbano 
Territorial, 2024, págs. 175-187.

64	 Blanca Lozano Cutanda y Ander de Blas Galbete, «La sentencia del Tribunal Supremo sobre el 
parque eólico Campelo ¿hacia el fin de la parálisis del desarrollo eólico en Galicia?», Diario La Ley, 
2025; Jennifer Sánchez González, «Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia, de 21 de 
enero de 2022 (Sala de lo contencioso administrativo. Sección 3.ª Ponente: Juan Carlos Fernández 
López)», Actualidad Jurídica Ambiental, 2022, págs. 177-181.
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dad civil y de los deberes de diligencia climática para proyectar extraterritorialmente ciertos 
estándares de protección, pero también sus límites: las exigencias probatorias, las dificulta-
des para concretar obligaciones de reducción y la prudencia judicial a la hora de interferir en 
políticas públicas impiden, por ahora, configurar una responsabilidad robusta por las contri-
buciones corporativas al desorden climático global. Al mismo tiempo, estos litigios tienen 
un carácter abiertamente estratégico: buscan reintroducir el control judicial en los Estados 
de origen de las empresas allí donde éstas organizan sus cadenas de valor en países con 
marcos regulatorios más débiles, tratando de corregir el incentivo estructural a externalizar 
al Sur los riesgos jurídicos y los costes sociales y ambientales de la transición energética.

En los litigios tramitados íntegramente en el Sur Global, por el contrario, el problema no es 
tanto la ausencia de reconocimiento formal de derechos (incluido el CLPI) como su escasa 
operatividad frente a proyectos energéticos y extractivos considerados estratégicos. La cri-
minalización de líderes comunitarios, el uso expansivo del derecho penal y la dificultad para 
activar controles administrativos o sancionadores eficaces desplazan el conflicto desde la 
responsabilidad empresarial hacia el castigo del disenso, reforzando las lógicas de «transi-
ción energética colonial» descritas al inicio del epígrafe. Aquí también la litigación cumple 
una función instrumental, pero en sentido casi inverso: las comunidades recurren a los tribu-
nales en contextos de gobernanza frágil donde la asimetría de poder y la debilidad institucio-
nal hacen que la probabilidad de obtener una reparación efectiva sea reducida, al tiempo que 
las empresas se benefician de esa baja densidad de exigencias jurídicas.

El escenario español, finalmente, se sitúa en una posición intermedia: los conflictos se 
canalizan fundamentalmente mediante la impugnación de autorizaciones y evaluaciones de 
impacto, con mayores garantías procesales y sin patrones sistemáticos de criminalización de 
las comunidades, pero también sin que la diligencia debida empresarial ni el CLPI se hayan 
consolidado todavía como títulos autónomos de exigibilidad judicial. Más bien operan como 
marcos normativos y discursivos (vinculados a la sostenibilidad corporativa y a la nueva regu-
lación europea en materia de información y diligencia debida) que comienzan a informar el 
escrutinio judicial de los proyectos renovables y a redefinir las expectativas sobre el com-
portamiento empresarial. También aquí la litigación contenciosa‑administrativa adquiere una 
dimensión instrumental: sirve para tensionar el modelo de despliegue acelerado de renova-
bles y para cuestionar, caso a caso, la compatibilidad entre dichas inversiones y la protección 
de territorios rurales y comunidades afectadas, pero todavía sin traducir de manera sistemá-
tica ese debate en obligaciones directas de conducta para las empresas. El contraste entre 
estos tres planos revela, en última instancia, que la transición energética no solo redistribuye 
costes materiales entre territorios, sino también oportunidades y límites para la exigencia 
jurídica de responsabilidad empresarial, manteniendo abierto el riesgo de que las empresas 
sigan operando entre foros y asimetrías normativas mientras los estándares de CLPI y de 
diligencia debida se consolidan de forma lenta y desigual.

V. Principales conclusiones
La transición energética no puede entenderse solo como un proceso técnico‑económico 

de descarbonización, sino como una transformación estructural que reconfigura modelos de 
desarrollo, marcos regulatorios y patrones de distribución de costes y beneficios. En este 
contexto, las empresas (especialmente las energéticas y extractivas) ocupan una posición 
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central como sujetos jurídicos obligados a respetar los derechos humanos, incluidos los 
derechos colectivos de comunidades indígenas y rurales. Ello exige integrar en la transición 
los principios de justicia climática y equidad intergeneracional, de forma que la aceleración 
de la descarbonización no agrave vulnerabilidades previas ni reproduzca desigualdades entre 
Norte y Sur Global.

El estudio muestra una clara tendencia a la juridificación de la responsabilidad empresa-
rial y del CLPI a través de diferentes instrumentos normativos. De su interacción se deriva 
un «circuito de gobernanza» que fija estándares mínimos exigibles también extraterritorial-
mente, aunque su efectividad se ve condicionada por las técnicas de transposición («los Esta-
dos miembros velarán por…») y por los riesgos de fragmentación, minimalismo regulatorio y 
forum shopping entre ordenamientos.

En este marco multinivel y en transición, los principios jurídicos actúan como auténticas 
reglas de decisión. La diligencia debida y el CLPI comparten un núcleo preventivo y ex ante: 
obligan a identificar, evaluar y gestionar riesgos antes de autorizar proyectos o desplegar 
actividades empresariales. Al mismo tiempo, sitúan la participación sustantiva (y el con-
sentimiento cuando corresponda) en el centro de la legitimidad de la transición, superando 
modelos meramente informativos. Se consolida así una lógica de gestión del riesgo basada 
en la gravedad y probabilidad de los impactos, con atención prioritaria a pueblos indígenas 
y colectivos en situación de vulnerabilidad, y apoyada en transparencia, trazabilidad y reme-
dios efectivos. Estos principios permiten colmar, por ejemplo, las lagunas intertemporales 
entre entrada en vigor y plena aplicación de la Directiva 2024/1760, orientan la articulación 
entre hard law y soft law y ofrecen a los tribunales parámetros normativos para controlar la 
legalidad de autorizaciones, planes energéticos y comportamientos empresariales, también 
cuando las actividades se desarrollan fuera de la UE.

Desde la perspectiva contenciosa, el análisis comparado de litigios evidencia tres planos 
diferenciados. En primer lugar, los procesos promovidos por demandantes del Sur Global 
ante tribunales europeos evidencian el uso estratégico de la responsabilidad civil y de los 
deberes de cuidado para intentar exigir a las grandes corporaciones la reparación de daños 
y la adopción de políticas corporativas coherentes con el Acuerdo de París. Estos procesos 
han permitido, por un lado, abrir la puerta a una responsabilidad basada en la contribución 
acumulada al cambio climático y reforzar la idea de un deber empresarial de diligencia cli-
mática; por otro, han mostrado los límites de esa vía: las elevadas exigencias probatorias, 
las dificultades para concretar obligaciones de reducción y la prudencia judicial a la hora 
de interferir en políticas públicas impiden, de momento, configurar un régimen robusto de 
responsabilidad por las contribuciones corporativas al desorden climático global. Pese a ello, 
estos litigios contribuyen a desincentivar la externalización del riesgo jurídico hacia el Sur 
Global y comienzan a alinear la responsabilidad empresarial con estándares internacionales 
de derechos humanos y clima.

En segundo lugar, los conflictos desarrollados íntegramente en el Sur Global ponen de 
relieve una asimetría estructural entre reconocimiento formal de derechos (incluido el CLPI) 
y efectividad práctica. En contextos de debilidad institucional y fuerte presión extractiva, la 
consulta previa suele ser incompleta o meramente formal, y los impactos socioambienta-
les de proyectos estratégicos se gestionan con escaso control administrativo y sancionador. 
La respuesta estatal tiende a activar herramientas de excepción y derecho penal frente a 
líderes comunitarios y defensores ambientales, generando patrones de criminalización de la 
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protesta, mientras las actuaciones empresariales rara vez se traducen en responsabilidades 
proporcionales. Ello confirma la existencia de una «transición energética colonial», en la que 
las externalidades sociales y ambientales del nuevo modelo verde se trasladan al Sur Global y 
en la que las comunidades acuden a la justicia con expectativas de tutela reducidas, al tiempo 
que las empresas se benefician de la baja densidad de exigencias jurídicas y de la fragmen-
tación de los foros disponibles.

En tercer lugar, el análisis de los casos españoles relativos a mega plantas solares, par-
ques eólicos y grandes infraestructuras de evacuación en territorios rurales revela tensiones 
estructurales entre la aceleración del despliegue renovable y la protección de suelos agra-
rios, paisajes culturales y ecosistemas. En España, el conflicto se canaliza principalmente 
mediante la impugnación de autorizaciones administrativas y evaluaciones de impacto (ordi-
narias o simplificadas), con un protagonismo notable de la jurisdicción contencioso‑admi-
nistrativa, que ha empezado a revisar críticamente la fragmentación de proyectos, la valora-
ción de impactos acumulativos y las carencias en la motivación ambiental. A diferencia de 
lo observado en muchos contextos del Sur Global, no se aprecia un patrón sistemático de 
criminalización de las comunidades movilizadas, sino más bien una disputa técnica‑jurídica 
sobre la suficiencia de la evaluación, la ponderación de intereses y la participación pública. 
No obstante, la diligencia debida empresarial y el CLPI aún no operan como títulos autóno-
mos de exigibilidad judicial, sino como marcos de referencia que comienzan a informar el 
escrutinio de los proyectos y las expectativas sobre la conducta de las empresas energéticas.

En definitiva, la geografía de los litigios condiciona de manera decisiva el alcance real de la 
responsabilidad empresarial sostenible y del CLPI. En los tribunales europeos, las demandas 
impulsadas desde el Sur Global han servido para ensayar estándares de diligencia climática 
con proyección extraterritorial, aunque con resultados todavía ambivalentes. En el Sur Global, 
la principal fractura reside en la falta de operatividad de los derechos reconocidos y en el des-
plazamiento del conflicto hacia la criminalización de la defensa del territorio, lo que debilita la 
capacidad de control sobre empresas transnacionales. En España, finalmente, se observa un 
escenario intermedio, donde el control jurídico se centra en las evaluaciones y en la legalidad 
de las autorizaciones, con mayores garantías procesales, pero sin plena traducción del CLPI 
y de la diligencia debida en obligaciones directas de conducta empresarial. En conjunto, el 
trabajo muestra que la transición energética redistribuye no solo costes materiales, sino tam-
bién oportunidades de control jurídico y de exigencia de responsabilidad; y que la consolida-
ción efectiva de los estándares de diligencia debida y CLPI dependerá de la capacidad de los 
ordenamientos para cerrar estas brechas, reforzar la coherencia entre foros y evitar que las 
empresas sigan operando entre asimetrías normativas que ponen en riesgo una transición 
energética verdaderamente justa.
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